ACTAN° 112

N° 112 .- Centésima décima segunda acta de la sesién celebrada por la Asamblea No-
cional Constituyente a las quince horas del dia diecinueve de julio de mil novecientos cuarenta
y nueve, bajo la Presidencia del Dr. Marcial Rodriguez. Presentes los sefiores Diputados: Vargas
Ferndndez y Ortiz Martin, Secretarios; Vargas Vargas, Vargas Castro, Acosta Piepper, Arroyo,
Monge Ramirez, Montiel, Zeledén, Gamboa, Volio Jiménez, Baudrit Gonzolez Jiménez Ortiz,
Gonzdlez Herrdn, Baudrit Solera, Fournier, Faao Monge Alvarez, Valverde, Acosta Jiménez,
Brenes Mata, Gonzolez Flores, Gmdo, Modrlgcl, Solérzano, Dobles, Gonzdlez Lujdn, Trejos,
Montealegre, Pinto, Herrero, Gémez, Guzmdn, Volio Sancho, Leiva, Ruiz, Desanti y los suplen-
tes: Chacén, Lobo, Jiménez Quesada, Rojas Espinoso Elizondo, Morta y Castro.

Articulo 1°.— Se ley6 y aprobé el acta de la sesién anterlor

Articulo 2°.— El Diputado ZELEDON presenté mocién: “para que la Asamblea Nacional
Constituyente en cuerpo asista al homenaje que se tributard el préximo domingo en Alajuela, a
la memoria del soldado caido en la defensa de la libertad costarricense, sefor Efraim Arroyo
Blanco, quien fue hermano de nuestro compariero don Ramén Arroyo Blanco”. La mocién ante-
rior fue aprobada por unanimidad.’

Articulo 3°.— Se continué en la discusién del Proyecto de Constitucién Politica. La fraccién
Social Demécrata presenté mocién para adicionar el capitulo de las Garantias Individuales
con un nuevo articulo que diga: “Ningin costarricense puede ser compelido a abandonar el
territorio nacional.

"La pena de extrafiamiento, tratdndose de costarricenses, sélo podrd imponerse por delitos
politicos o conexos con ellos, como uno de los extremos de pena alternativa y en tales casos el
extrafiamiento nunca se ejecutard contra la voluntad del reo”.2

El Diputado VARGAS FERNANDEZ, aun cuando en el fondo estd de acuerdo con la mocidn
planteada, objeté el pérrafo segundo, que bien puede eliminarse. Lo importante es mantener
el principio general de que ningin costarricense podrd ser obligado a abandonar el territorio
nacional. El sefior FOURNIER le contesté que precisamente en un principio la Comisién Redac-
tora del Proyecto del 49 sent el principio general, pero cree que el compariero Baudrit Solera
planted la dificultad en los casos de delitos politicos, en los que algunas veces es preferible ex-
pulsar al indiciado, como uno de los casos de pena alternativa, siempre y cuando el indiciado lo
aceptara. El Diputado LEIVA indicé que la pena de extrafiamiento se establece en determinadas
ocasiones para bien de la tranquilidad nacional en casos de delitos politicos muy calificados,
o también para librar a los indiciados de venganzas personales. Aiadié que con la mocién en
debate, queda a la voluntad del individuo extrafarse o no, razén por la cual no le dard su voto,
ya que, aunque estd de acuerdo en que la pena de extrafiamiento sea alternativa, no lo estd
con que se deje al indiciado en absoluta libertad de aceptar o no el destierro. Los proponentes
de la mocién aceptaron suprimir el pdrrafo segundo. Sometida a votacién, fue aprobada. En
consecuencia, el nuevo articulo del titulo de las Garantias Individuales se leerd: “Ningin costa-
rricense puede ser compelido a abandonar el territorio nacional”.

Los mismos proponentes de la mocidn anterior presentaron la siguiente para agregar un
nuevo articulo a las Garantias Individuales: “La incomunicacién del inculpado sélo procede por
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orden judicial; no podrd extenderse por mds de ocho dias y en ningin caso impediré que se
ejerza la inspeccién judicial.

"Los establecimientos penales de reclusién son instituciones dedicadas Gnicamente a aislar
y reeducar a los detenidos, y estardn bajo la direccién y vigilancia exclusivas de organismos
técnicos no militares”.

El Diputado ARROYO pidié a los mocionantes que la dividieran en dos partes ya que estd
de acuerdo con la primera y no con la segunda, que no tiene ninguna razén para figurar en el
capitulo de las Garantias Individuales. El Diputado FOURNIER indicé que también significaba
una defensa para el ciudadano saber que su prisidn serd para reeducarlo y que durante el
tiempo que la padezca, no serd sometido a ningln tratamiento inhumano. Luego acepté que se
dividiera la mocién en dos partes. El Representante ORTIZ manifesté que no votaria la mocién,
por cuanto en algunos casos es indispensable la incomunicacién del inculpado, sin esperar una
orden judicial. Si se exige este requisito previamente, se hard nugatoria en muchas ocasiones
la accién de la justicia.

Puesta a votacién la primera parte, fue aprobada.

En cuanto a la parte segunda, apunté el Licenciado ROJAS ESPINOSA que el principio ya
es una realidad en nuestro Derecho, por cuanto el articulo 65 del Cédigo Penal lo consagra. De
ahi que tal vez no sea del todo necesario establecerlo en la Constitucidn.

Sometida a votacién la parte segunda, fue desechada. En consecuencia, el articulo 50
de la nueva Constitucién se leerd: “La incomunicacién del inculpado sélo procede por orden
judicial; no podré extenderse por mds de ocho dias y en ningin caso impedird que se ejerza la
inspeccién judicial.”

Los Diputados Montealegre, Trejos, Gonzdlez Lujan, Castaing, Dobles, Brenes Mata, Desan-
ti, Oreamuno, Gonzdlez Flores, Esquivel, Acosta Jiménez y Montiel, presentaron mocién para un
articulo final de la seccién de las Garantias Individuales que diga asi: “Ninguna disposicién de
la presente Seccién de las Garantias Individuales podré interpretarse en el sentido de permitir a
un individuo, a un grupo, o a un partido politico entregarse a actividades o realizar acto alguno
que tienda a rebajar o a destruir uno o mds de los derechos que aqui estdn garantizados.”

El Diputado TREJOS indicé que se habian inspirado en el articulo final de la declaracién de
los Derechos del Hombre en la ONU, para redactar la mocién anterior. Afiadié que siempre se
presentaban teorias politicas que tienden a rebajar o a destruir los derechos individuales, con la
infencién de fortalecer al Estado. No es posible aceptar que al amparo de las Garantias Indivi-
duales se propaguen teorias contra las mismas. Expresé el Diputado GAMBOA que no votaria
la mocién, asi como no habia votado la del sefior Volio Sancho para prohibir el funcionamiento
de partidos totalitarios, ni la presentada en la sesién anterior por la fraccién Social Demécrata.
Agregd que para él era inconcebible que a una persona o a un grupo de personas se les obliga-
ra a aceptar todas las garantias individuales consagradas en la Constitucién. Perfectamente un
partido politico determinado puede objetar una o mds de esas garantias. Si Costa Rica es una
democracia auténtica, no puede prohibir la organizacién y funcionamiento de partidos politi-
cos, aunque éstos adversen una o mds garantias individuales. Ademds, la mocién en debate, de
ser aprobada, podria constituirse mafana en una arma grave y peligrosa en manos de gobier-
nos inescrupulosos, que aplicarén la medida con el propésito de deshacerse de sus enemigos
politicos. El sefior BAUDRIT GONZALEZ también se manifesté en desacuerdo con la mocién
planteada, que no viene a resolver el problema. La solucién que le parece més aconsejable es
la de agregar un nuevo articulo al capitulo de las Garantias Individuales declarando inconstitu-
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cional toda ley que contrarie una o més de las garantias consagradas, asi como la nulidad de
toda disposicién que al aplicar, reglamentar o interpretar alguno de los derechos en cualquier
forma los limite o desvirtie o haga nugatorios. En ese sentido dej6 presentada una mocién.

Sometida a votacién la mocién del sefior Trejos y compaiieros, fue desechada.®

Los Representantes Solérzano y Madrigal presentaron mocién para agregar al capitulo de
las Garantias Individuales un articulo que diga: “Se garantiza el libre ingreso y transito en el
territorio nacional, de representantes de érganos de publicidad extranjeros, y la transmisién de
informaciones al exterior, salvo cuando eso vaya en perjuicio de la seguridad o conveniencia
nacionales.” )

El sefior SOLORZANO se refirié brevemente a los alcances y propésitos de la mocién
anterior. Indicé que en dias pasados la Cdmara habia establecido la libertad de informacién
en fuentes oficiales, para los érganos de la prensa nacional. La mocién tiende a ampliar los
beneficios de la disposicién anterior de los representantes de los 6rganos de publicidad del
exterior, para que su libre trénsito por el territorio de la RepUblica no pueda ser obstaculizado
por nadie, con el objeto de impedir que en el exterior sea conocida nuestra realidad politica.
ARadié que la libertad de informacién ha ido ganando terreno en todos los paises mas civiliza-
dos y democrdticos del mundo. Sélo los paises totalitarios, ponen trabas a la libre informacién,
tan sélo para impedir que se conozca la situacién de sus respectivos paises. Apunté luego que
la mocién acogia recomendaciones de la ONU sobre la transmisién internacional de infor-
maciones. En ese sentido, se permitié leer varios conceptos al respecto. Cuando la seguridad
o la conveniencia nacionales impidan la libre informacién para el exterior, entra en vigor la
salvedad que se hace al final de la mocién. El Diputado HERRERO se pronuncié en desacuerdo
con la mocién en debate, la cual no surtird ningdn efecto ya que en definitiva es el Ejecutivo el
que va a resolver; cada vez que lo estimen conveniente, se decretard censura para las noticias
trasmitidas al exterior alegando motivos de segurldod o conveniencia nacionales. El Sefor
SOLORZANO aclaré que la ONU acaba de tomar un acuerdo para recomendar a los paises
civilizados la incorporacién en su Derecho Positivo de reglas que garanticen el libre acceso
y trénsito de los corresponsales extranjeros. El Diputado MONGE RAMIREZ obijeté la mocién
planteada por cuanto la salvedad que se hace en la misma, la hace ineficaz, lo que traerd como
consecuencia dificultades a los corresponsales extranjeros, precisamente lo contrario de lo que
se proponen los mocionantes. El Diputado CASTRO también se manifesté en desacuerdo con la
mocién, ain cuando la considera muy noble y digna de encomio. Si no la vota, es por cuanto
se trata de incorporar en el capitulo de las Garantias Individuales, que son propias y atafien a
los ciudadanos que residen en el pais y no a los extranjeros en trénsito, cuya permanencia en
el pais estd regulada por disposiciones legales vigentes. El Diputado SOLORZANO de nuevo
intervino en el debate para aclarar que las garantias cobijan, no sélo a los costarricenses, sino
a todas las personas que se encuentren en el territorio nacional. El deseo de que tal disposicién
se incorpore a la Constitucién es para darle a la libertad periodistica una garantia més cabal.
El Representante FACIO adujo las razones que lo mueven a no votar la mocién planteada, para
que luego no se malinterprete su voto negativo en el sentido de que estd contra la libertad de
informacién a favor de los extranjeros. Indicé que las Garantias Individuales son para todos los
habitantes de la Republica. Si un corresponsal extranjero se encuentra en el pais, gozard de
todos los derechos de los que disfrutan los costarricenses: libertad de trénsito, de pensamiento,
de informacién, etc. Los miembros de los érganos de publicidad extranjeros de paso en el pais,
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por el solo hecho de estar en nuestro territorio, gozardn del disfrute de todos los derechos para
cumplir mejor su misién periodistica.

Sometida a votacién la mocién de los Diputados Solérzano y Madrigal, fue desechada.

Se discuti6 luego la mocién presentada por el Diputado Gonzélez Flores para agregar al
titulo de las garantias un nuevo articulo que diga: “Todo autor, inventor, productor o comerciante
gozard temporalmente de la propiedad exclusiva de su obra, inversién, marca o nombre comer-
cial, con arreglo a la ley”. El proponente explicé que ese articulo figuraba en el Proyecto del
49, de donde lo tomé. Puesta a votacién su mocién, fue aprobada.

El Representante BAUDRIT GONZALEZ sometié a la consideracion de la Asamblea mocion
para adicionar al capitulo de las garantias un nuevo articulo que diga asi: “Ninguna ley puede
contrariar las garantias contenidas en esta seccién; pero si ampliarlas y dar otras nuevas de
naturaleza andloga. Serdn absolutamente nulas las disposiciones que al aplicar, reglamentar o
interpretar alguno de los derechos o preceptos constitucionales en cualquier forma, los limite,
desvirtde o haga nugatorios”. Objetd la mocién anterior el Diputado VARGAS FERNANDEZ por
considerarla innecesaria, en virtud de que se ha aprobado un articulo que declara la ||ego||o|c1d
de toda ley o disposicién contraria a cualquier articulo de la Constitucién. De acuerdo con este
articulo aprobado, toda disposicién del Ejecutivo o del Legislativo, contraria a la Carta politica
es absolutamente nula. El Diputado BAUDRIT GONZALEZ indicé que tal vez su mocién resultaba
innecesaria, pero que nadie podia negar su importancia, para que las garantias individuales
sean respetadas en una forma severa. Perfectamente puede ocurrir mafiana que un Congreso,
al reglamentar o ampliar una garantia la haga en una forma tal que la desvirtie. Afadié que
al presentar su mocién habia pensado en una defensa, no tanto de los ciudadanos, sino en una
defensa colectiva de las garantias individuales, para asegurar su existencia y darles una vida
mas prolongada. El Representante ZELEDON manifests que habiendo sido aprobodo un articulo
que declara la nulidad de cualquier ley contraria a la Constitucién, la mocién en debate sale
sobrando. Agregd que ya era hora de confiar en los actos de los gobernantes del futuro, que
habrén de conducirse por la senda del respeto y de la legalidad. No es posible pensar que
vuelvan los gobernantes inescrupulosos y arbitrarios de los dos regimenes anteriores. En ese
sentido —continué el sefior Zeledén— creo que la Asamblea debe mantenerse firme de que no
estd arando en el mar, como dijera el gran Bolivar, cuyo retrato preside estas sesiones. Afiadié
luego que habia votado favorablemente la mocién del sefior Trejos y compafieros, por estimarla
un freno a métodos militaristas o a agrupaciones que empleen técticas de violencia. La mocién
anterior iba encaminada a impedir que se organizaran de nuevo en Costa Rica para maltratar
a los ciudadanos y a las garantias individuales las tristemente célebres brigadas de choque del
comunismo. Si no se aprobé esa mocién, piensa que ya no cabe otra defensa de las garantias
individuales. El Diputado CHACON observé que existe un articulo aprobado que impide que
una ley venga a desvirtuar o a contrariar un canon constitucional, declarédndola absolutamente
nula. Toda ley o disposicién del Ejecutivo o del Legislativo, a tenor de este articulo aprobado,
que desvirtde o haga nugatoria cualquier garantia, es del todo nula. Luego pidié al proponente
que le aclarara si la mocién tiende a impedir posibles reformas constitucionales por parte de
Congresos futuros. 3Se opone la mocién —pregunté— a que mafana un Congreso, si lo estima
conveniente, reforme la Constitucién en el capitulo de las Garantias Individuales para menosca-
bar alguna de ellas? El Diputado BAUDRIT GONZALEZ contesté que era claro que si mafiana
una Asamblea Llegislativa que estd reformando la Constitucién, tiene perfecto derecho para
ello. Seria absurdo que desde ahora nos opusiéramos a reformas constitucionales. No podemos
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dictar disposiciones que tiendan a impedir el funcionamiento de una Asamblea Legislativa en
este aspecto de las reformas constitucionales.

Sometida a votacién la mocién del sefior Baudrit Gonzdlez, fue aprobada.

El Diputado GAMBOA presenté mocién para introducir al capitulo de las garantias indivi-
duales un articulo que diga asi: “La necesidad social y el interés piblico no podrdn en ningin
caso justificar disposiciones que signifiquen transformacién del régimen econémico y social que
esta Constitucién Politica garantiza”.

El proponente expresé que, durante la guerra pasada, el gobierno procedié a expropiar a
los alemanes con base en el argumento de que tales expropiaciones eran de interés piblico. De
ahi que pensara que bien podria ocurrir que mafiana, un Congreso basado en el articulo 29
de la Carta del 71, aprobado por la Asamblea y pretextando el interés puiblico procediera a la
expropiacién cafetalera, ganadera, etc., socavando el régimen social y econémico de la Rept-
blica en una forma sorpresiva. Aclaré, sin embargo, que esto no significa que esté en contra de
la evolucién social. Si se quiere se considera mds de la izquierdo pero piensa que medidas de
esa naturaleza que afectan a toda organizacién social y econémica del pais, deben ser bien
estudiadas y meditadas antes de su promulgacién. El Diputado ZELEDON se manifesté en des-
acuerdo con la mocién planteada. Dijo que en otras ocasiones habia declarado su propésito de
trabajar por una mejor organizacién social, que venga a cristalizar la verdadera justicia social,
sin necesidad de violencias de ninguna clase. Como la mocién en debate tiende a impedir que
la actual organizacién social y econdmica del pais sea alterada, no le dard su voto.

Sometida a votacién la mocién del Diputado Gamboa, fue desechada.

La fraccidn Social Demécrata presenté mocién para adicionar al articulo en discusién un nuevo
articulo que diga:

“Una ley especial reglamentard la forma de ejecutar las facultades permitidas por el arti-

culo 97, inciso 7), con arreglo a los siguientes principios:

1.— La disposicién que suspenda derechos constitucionales deberd determinar expresa-
mente cuales quedan sin aplicacién motivando la medida respecto a cada uno de ellos, e
indicando a qué partes del territorio nacional se extiende la suspensién y por cuanto tiempo.

2.— La suspensién del derecho establecido en el articulo 34 no estorbard la facultad de
hacer propaganda libre de censura, sobre politica interna.

3.- La suspensién de derechos constitucionales no impedird que la Corte Suprema de
Justicia conozca del hébeas corpus y de las otras formas del recurso de amparo, sin perjuicio
de la resolucién que corresponda.

4.— Los derechos constitucionales no podrdn suspenderse en el plazo comprendido entre
el octavo dia anterior a una eleccién popular y el octavo dia posterior a ella. La suspensidn
que estuviere en curso, al llegar el octavo dia anterior a la eleccién, cesard de pleno derecho
por todo el periodo indicado.

Se considera como violacién del articulo 30 el impedir o estorbar en cualquier forma el
uso de los locales, equipos o instrumentos que se utilicen para fines de publicidad sin que
medie el decreto judicial que asi lo ordene”.

Se acordé votar la mocién anterior por partes. La parte primera fue objetada por el Dipu-
tado VARGAS FERNANDEZ. Indicé que se dijera simplemente una ley, y no una ley especial,
que puede prestarse a dudas. Ademds, el inciso 1) dice forzosamente lo que tiene que indicar
el decreto de suspensién de garantias, que debe precisar cuéles quedan suspensas, y el tiempo
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por el cual se suspenden, asi como el territorio que abarca la suspensién. De no haber estos re-
quisitos, serd imposible concebir el mencionado Decreto. Por estas razones, estima que sobran
tales conceptos del inciso |).

El Representante ARROYO expresé que consideraba que existian ciertas garantias que no
dejan de ser simples utopias. Cuando el régimen sea inescrupuloso y arbitrario, inventard muy
facilmente los pretextos por los cuales suspende las garantias. En cambio, si el régimen es respe-
tuoso, la suspensién de garantias responderd siempre a motivos de urgente necesidad publica.
De ahi que la mocién en debate no viene a ser ninguna garantia, ya que consigna principios
que no surtirdn ningdn efecto bajo un régimen corrompido. Los proponentes acordaron variar la
primera parte de su mocién del modo siguiente:

“Una ley reglamentard la forma de ejecutar las facultades permitidas por el articulo 97,
inciso 7) con arreglo a los siguientes principios:

1.— En la disposicién que suspenda derechos constitucionales deberd motivarse la medida
separadamente en cuanto a ccdc garantia”.

El Diputado VOLIO JIMENEZ apunté que la mocién anterior no era materia para incluirla
en el capitulo en debate, sino que su lugar lgico es el capitulo sobre los derechos y deberes del
Poder Ejecutivo. Es ahi donde caben todos los principios enumerados en la mocién en debate.

Sometida a votacién la parte primera de la mocién Social Demécrata, fue desechada. Los
proponentes acordaron retirar el resto de su mocién.

La fraccién Social Demécrata acogié la siguiente redaccién sugerida por el Diputado Bau-
dri’r Solera, para crear un nuevo articulo en el capitulo de las garantias individuales, que diga

si: “Establécese lo jurisdiccién contencioso-administrativa como una funcién del Poder Judi-
CIC|| El Diputado JIMENEZ ORTIZ indicé que estimaba mds completa la redaccién que habia
presentado en ofra sesién, por lo que, no obstante que él habia traido a la Cdmara la idea de
crear la jurisdiccién contencioso-administrativa, no votaria la mocién en debate, que no define
la mencionada jurisdiccién, ni establece cuando procede el juicio contencioso-administrativo.
El Representante BAUDRIT SOLERA expresé que la definicién de lo contencioso-administrativo,
o se da en forma simple o con toda amplitud pero siempre resultard incompleta, razén por la
cual considera mds aconsejable que se establezca tan solo la jurisdiccién contencioso-adminis-
trativa, como una funcién del Poder Judicial, sin definir qué se entiende por tal jurisdiccién y
que por otra parte implica un concepto muy claro para la doctrina: facultad de un Poder Estado
preferible a su juicio, —el Judicial- para revisar todas las actuaciones administrativas ilegitimas
de la Administracién Pdblica, comprendiendo al Poder Ejecutivo, Municipalidades, Instituciones
Auténomas, etc. Aclard, sin embargo, que si asi se definiera el juicio de la contencioso-admi-
nistrativo se caia en un error, por cuanto las actuaciones de la Administracién Pdblica, como
persona juridica y no como Poder no caen dentro de la érbita de lo contencioso-administrativo,
faltando también el concepto de actuacién dentro de facultades regladas. Afadié que resulta-
ba, por esta y otras razones, muy dificil una definicién cabal de lo contencioso administrativo,
cuyo concepto por lo deméds es muy claro segin la doctrina. Lo mds prudente es establecer la
jurisdiccién contencioso-administrativa y dejar a la ley la reglamentacién del principio, agregé
luego que el mismo articulo 190 de la Constitucién de Panamd, —que se copiaba en la mocién
que anunciaba el sefior Jiménez Ortiz— resultaba incompleto, por la razén expuesta de que
cualquier definicién que se haga sobre esta materia resulta o muy escasa o muy extensa. Luego
se refirié al articulo publicado por el sefior Fernando Jones, egresado de la Escuela de Derecho
que prepara una tesis muy documentada sobre la materia, y que se pronuncié en parecidos
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términos en su mencionada publicacién. El Representante ARROYO indicé que la creacién de
tribunales contencioso-administrativos era una necesidad sentida en el pais desde hace muchos
afos. Sin embargo, piensa que la creacién de una funcién enteramente nueva, de la importan-
cia de la jurisdiccién contencioso-administrativa, no puede consagrarse en un solo articulo de la
Constitucién, dejando para la reglamentacién de la ley el procedimiento a seguir.

Sometida a votacién la mocién Social Demécrata, fue desechada.

Los Diputados Volio Jiménez, Gamboa, Baudrit Gonzélez, Jiménez Quesada, Lobo y Jimé-
nez Ortiz presentaron mocién para que el nuevo articulo en discusién se lea asi: “Establécese
la jurisdicciéon Contencioso Administrativa para decidir sobre la legalidad e ilegalidad de los
actos, resoluciones y érdenes de todas las autoridades administrativas, entidades descentraliza-
das, auténomas y semiauténomas y autoridades provinciales y municipales. Los juicios conten-
cioso-administrativos sélo podrdn ser promovidos por parte interesada, afectada o perjudicada
por el acto, resolucién, orden o disposicién cuya ilegalidad se demande. Una ley reglamentard
ese procedimiento”.

El Diputado ARROYO indicé que en la mocién anterior faltaba un concepto bésico apun-
tado por el Licenciado Baudrit Solera, cual es que procede el juicio contencioso-administrativo,
siempre y cuando el Estado y sus entidades actien como personas de derecho piblico, y no
privado. El Diputado BAUDRIT SOLERA indicé la conveniencia de establecer claramente si se
mantenian los términos de la mocién en debate, la jurisdiccién contencioso-administrativa como
funcién especifica del Poder Judicial. Aclaré que tal cosa deberia sefialarse concretamente
en la mocién, para evitar que mafana se pueda tachar de inconstitucional la ley que ven-
ga a reglamentar el juicio contencioso-administrativo dentro del Poder Judicial que significaba
una intromisién no acordada por el Cédigo Politico del Poder Judicial en los otros Poderes.
A tenor del articulo aprobado por la Asamblea en cuanto a la independencia de los Poderes
que no se quiso modificar, perfectamente alguien puede presentar el mencionado recurso de
inconstitucionalidad.

Los proponentes accedieron a modificar su mocién en los términos sugeridos por los Dipu-
tados Arroyo y Baudrit Solera. Sometida a votacién la mocién, fue aprobada. En consecuencia,
el nuevo articulo se leerd: “Establécese la jurisdicciéon Contencioso-administrativa como funcién
del Poder Judicial para decidir sobre la legalidad o ilegalidad de los actos, resoluciones, y
érdenes de todas las autoridades administrativas, entidades descentralizadas, auténomas o
semiauténomas y autoridades municipales siempre que tales entidades actien como persona de
Derecho Piblico. Los juicios contencioso-administrativos sélo podrdn ser promovidos por parte
inferesada, afectada o perjudicada por el acto, resolucién, orden o disposicién cuya ilegalidad
se demande. Una ley reglamentard este procedimiento”.*

Por avanzada la hora, el sefior Presidente suspendié la sesién a las seis y cuarenta y cinco
de la noche.— Marcial Rodriguez Conejo, Presidente.— Fernando Vargas Fernéndez, Primer
Secretario.— Gonzalo Ortiz Martin, Segundo Secretario.
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Junto con su hermano Ramén, Efraim Arroyo, vecino de la ciudad de Alajuela, se enrola en las filas del ejército
de Figueres y participa en la toma del cuartel de Cartago. Una bala perdida le estalla en la cabeza, mientras
dispara desde las ruinas de la parroquia de Cartago que los rebeldes usan para atacar a la guarnicién. La
captura del cuartel, una de las mayores fortalezas militares de la época, acelera la caida del gobierno del
Presidente Picado.

Este derecho complementa otro anteriormente aprobado, pues asi como a ningin costarricense se le puede
impedir el ingreso al pais, tampoco se le puede extraiar contra su voluntad.

A pesar de que la mocién mordaza lleva la firma de varios de los mds prominentes Diputados de la mayoria
conservadora, es desechada. Como se ha comentado en distintas ocasiones, los Constituyentes fueron muy
cautelosos para no cercenar o limitarlos derechos y deberes individuales que la Constitucién garantiza a todos
los costarricenses. La excepcién a la regla es la prohibicién impuesta al partido Comunista, en cuya aprobacién
pesé mucho la situacién internacional imperante durante la guerra fria.

La creacién de la jurisdiccién contencioso administrativa es otro acierto de la Constituyente.



